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Tercero. En relación con la alegación referente al Seguro 
de Responsabilidad, se ha de señalar, en primer lugar que en 
la fecha de la denuncia (6 de febrero de 2004), el estableci-
miento que nos ocupa debería de haber dispuesto de un se-
guro de responsabilidad civil en los términos previstos en la 
Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos 
y Actividades Recreativas de Andalucía –en la redacción dada 
por la Ley 10/2002, de 21 de diciembre (art. 14.c en relación 
con la disposición transitoria primera: cobertura mínima de 
150.253,03 euros en caso de muerte, y hasta un tope acu-
mulado de 1.202.024,41 euros para tal contingencia en el su-
puesto de que fuesen dos o más personas las afectadas en 
un mismo siniestro)–. En segundo lugar, del examen del con-
trato de seguro aportado por la recurrente a través del recurso 
(Vitalicio Seguros), sin entrar en otras consideraciones, se 
advierte que si bien estaba vigente en el momento de la de-
nuncia (desde 12.3.2003 hasta 12.3.2004), las cantidades no 
respondían a los límites previstos en la normativa (responsabi-
lidad civil: 150.250 euros).

Consecuentemente, se aprecia la existencia de una infrac-
ción a lo dispuesto en los preceptos anteriormente señalados, 
debidamente tipificada como falta muy grave en el art. 19.12 
de la Ley 13/1999.

No obstante, en este supuesto es preciso tener en cuenta 
una serie de circunstancias. En primer lugar, la novedad 
que en el sector supuso la obligación, impuesta por la Ley 
13/1999, de contar con un específico seguro de responsabili-
dad civil que cubriera las eventuales lesiones y muerte de los 
espectadores y público asistentes a los espectáculos públicos 
y actividades recreativas. En segundo lugar, las reticencias 
presentadas por las entidades aseguradoras para la obtención 
del citado seguro, reticencias puestas de manifiesto por la pro-
pia Delegación del Gobierno en su informe. En tercer lugar, las 
modificaciones y desarrollo que respecto a esta cuestión ha 
sufrido la normativa hasta llegar al actualmente vigente De-
creto 109/2005, de 26 de abril, norma esta última que fija la 
cuantía de las sumas aseguradas en función del tipo de es-
tablecimiento y del aforo –al contrario que la Ley 13/1999, 
que establecía unas únicas sumas aseguradas para cualquier 
tipo de establecimiento y con independencia de su aforo–, re-
sultando de ello, generalmente, una situación más favorable 
para los establecimientos a la hora de contratar el seguro. En 
cuarto lugar, que el fin último de la citada Ley 13/1999, es que 
los establecimientos públicos que estén activos cuenten con 
un seguro de responsabilidad civil, seguro que se conforma 
como un instrumento más de protección de los intereses de 
los asistentes y espectadores.

En el presente supuesto, parece apreciarse que la recu-
rrente ya no explota el establecimiento (tal y como se desprende 
del escrito de remisión relativo al acta de notificación de la or-
den de clausura y de los problemas de notificación surgidos a lo 
largo del expediente); la recurrente contaba un mínimo seguro 
en el momento de la denuncia, y los hechos sucedieron con 
anterioridad a la entrada el vigor del citado Decreto 109/2005 
(norma que viene a desarrollar y precisar la cuestión que nos 
ocupa).

Pues bien, el conjunto de dichas circunstancias aconseja 
estimar el recurso, en tanto en cuanto, en definitiva, los inte-
reses de los usuarios ya no se encuentran amenazados por la 
recurrente.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de 
general y especial aplicación

R E S U E L V O

Estimar el recurso de alzada interpuesto por doña Mónica 
Almeida Ferro Trincao, revocando la resolución de la Ilma. Sra. 
Delegada del Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada, 

de fecha 28 de junio de 2005, recaída en el expediente sancio-
nador núm. GR-222/04-AR (S.L. 2005/55/2212).

Notifíquese con indicación de los recursos que procedan.
El Secretario General Técnico (por Decreto 199/2004), el Di-
rector General de Espectáculos Públicos y Juego. Fdo.: José 
Antonio Soriano Cabrera.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 26 de septiembre de 2007.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 24 de septiembre de 2007, de la De-
legación del Gobierno de Almería, notificando Acuerdo 
de Inicio de expedientes sancionadores, por presunta 
infracción a la normativa general sobre defensa de los 
consumidores y usuarios.

Intentada infructuosamente la notificación, en dos ocasio-
nes, del Acuerdo de Inicio dictado en el expediente sanciona-
dor que abajo se detalla, incoado por presunta infracción a la 
normativa general sobre defensa de los consumidores y usua-
rios y, en cumplimiento de lo establecido en el art. 59.4 en re-
lación con el art. 61 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, esta Delegación del Go-
bierno ha acordado la publicación del presente anuncio en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía así como en el tablón 
de anuncios del correspondiente Ayuntamiento, dándose con 
ello por citada a la empresa imputada en tiempo y forma lega-
les, concediéndosele un plazo de quince días hábiles, conta-
dos desde el día siguiente a la publicación del presente anun-
cio, para su personación en el Servicio de Consumo de esta 
Delegación del Gobierno, sita en Paseo de Almería, núm. 68, 
con el fin de que le sea notificado el referido Acuerdo de Inicio, 
significándole que en el referido plazo puede, igualmente, pre-
sentar las alegaciones, documentos e informaciones así como 
proponer las pruebas que considere oportunas. Informándo-
sele igualmente al expedientado que de no efectuar las refe-
ridas alegaciones, el Acuerdo de Inicio podrá ser considerado 
como Propuesta de resolución, a efectos de la continuación 
de la correspondiente tramitación, frente a la cual podrá efec-
tuar alegaciones en un nuevo plazo de quince días, conforme 
a lo establecido en el artículo 19 del Real Decreto 1398/1993,
de 4 de agosto.

En el supuesto de no comparecer en el plazo indicado, se 
le dará por notificado en el día de la publicación del presente 
anuncio en el último lugar en que haya sido publicado.

Expediente: 292/07
Empresa imputada: Fincas Corral, S.L.; CIF: B-60842499.
Último domicilio conocido: Plaza de San Sebastián, 10, 04003, 
Almería.
Trámite que se le notifica: Acuerdo de Inicio de expediente san-
cionador por presuntas infracciones en materia de Consumo. 
Sanción propuesta: Mil euros (1.000 €).

Almería, 24 de septiembre de 2007.- El Delegado del 
Gobierno, Juan Callejón Baena. 


